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RADICACIÓN: 08001-40-53-010-2023-00493-01  
PROCESO: IMPUGNACIÓN ACCIÓN DE TUTELA  
ACCIONANTE: CARLOS JULIO PATIÑO JIMENEZ  
ACCIONADO: SECRETARIA DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE PUERTO COLOMBIA 

 
BARRANQUILLA, TREINTA (30) DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTITRES (2023)  
 

ASUNTO A TRATAR: 
 

Procede este despacho a resolver la presente impugnación de la tutela interpuesta por el 

Accionante CARLOS JULIO PATIÑO JIMENEZ, contra el fallo de tutela de fecha 25 de julio 
de 2023, proferido por el JUZGADO DIEZ CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA, dentro de 
la acción de tutela presentada por él contra la SECRETARIA DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

DE PUERTO COLOMBIA, por la presunta violación del derecho fundamental al debido 
proceso, petición, legalidad y defensa, consagrados en la Constitución Nacional. 
 

ANTECEDENTES: 
 
Manifiesta el accionante, que se enteró que había un comparendo (resolución(es)) que la 

secretaria de Movilidad (Transito) del municipio de PUERTO COLOMBIA estaba cargando a 
su nombre con número 08573000000025766446, resalta que se enteró varios meses 
después de ocurrido los hechos debido a que ingresó al SIMIT www.simit.org.co mas no 

porque le hayan enviado la notificación dentro del tiempo establecido por ley que son 3 días 
hábiles para todas aquellas infracciones anteriores al 22 de marzo de 2018. Y para las 
posteriores a esa fecha son 13 días hábiles de acuerdo a la Circular 20184000153241 del 

Ministerio de Transporte pues se agregan 10 días hábiles adicionales para la validación del 
comparendo según el artículo 12 de la resolución 718 de 2018.  
 

Por lo anterior asegura el accionante que envió derecho de petición a la Secretaria de 
Movilidad (Transito) del municipio de PUERTO COLOMBIA en donde solicitó una serie de 
pruebas que demostraran que hubieran notificado personalmente e identificado plenamente 

al infractor. En su respuesta afirma que no logran demostrar que hayan notificado 
personalmente ni identificado plenamente al infractor.  
 
Señala que la Secretaría de Movilidad de PUERTO COLOMBIA está violando su derecho 

fundamental de petición pues no le envió las guías o pruebas de envió de las foto-
detecciones, Por lo anterior se violó el principio de legalidad al no seguir el debido proceso, 
su presunción de inocencia y no pudo ejercer su derecho a la defensa, ni recurrir a otros 

medios de judiciales. 
 

PRETENSIONES 

 
Solicita el accionante que tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso, inocencia, 
legalidad y defensa y en consecuencia se ordene a quien corresponda, esto es, al director 

de tránsito o secretario de movilidad (o quien haga sus veces) de la Secretaría de Tránsito 
(Movilidad) de PUERTO COLOMBIA. 
 

Señala que se Declare la nulidad total de los procesos contravencionales dejando si efectos 
la orden de comparendo (resolución) 08573000000025766446 y la resolución sancionatoria 
derivada de los mismos y se proceda a notificar debidamente enviando la orden de 

comparendo a la última dirección registrada en el RUNT para poder ejercer su derecho a la 
defensa. Lo anterior siempre y cuando no haya operado el fenómeno de la caducidad de 
que trata el artículo 11 de la ley 1843 de 2017 pues en esos casos deberán eliminar 

completamente las ordenes de comparendo pues ya no podrían volverlas a notificar por 
haber pasado más de un año sin que tengan una resolución sancionatoria 
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válida y por ultimo pide que se ordene la actualización de dicha información en la base de 
datos de infractores del RUNT, SIMIT y cualquier otra base de datos de infractores de 
tránsito. 
 

CONTESTACION DE LA ENTIDAD ACCIONADA SECRETARIA DE TRANSITO Y 
TRANSPORTE DE PUERTO COLOMBIA 

 

La entidad accionada, a través del secretario de transporte y transito JUAN MANUEL MEZA 
BARRAZA manifiesta que, verificando el sistema documental, se pudo evidenciar que el 
señor CARLOS JULIO PATIÑO JIMENEZ, presentó derecho de petición y que se resolvió el 

derecho de petición antes referenciado. 
 
Señala que al señor CARLOS JULIO PATIÑO JIMENEZ se le inicio proceso contravencional 

en virtud de la orden de comparendo 08573000000025766446 de 2019-12-14, la cual 
asegura se siguió de acuerdo al tramite establecido por la ley 769 de 2002. 
 

 
 
La accionada procedió a enviar la orden de comparendo al accionante en calidad de 

propietario del vehículo de placa QZF29C, a la dirección de notificación reportada en la base 
de datos del RUNT para la fecha Calle 18 # 38-129 Los mangos Soledad. Que teniendo la 
necesidad de garantizar la comparecencia del presunto contraventor la accionada agoto 

todos los medios a su alcance para hacer comparecer al citado, con la finalidad de velar por 
el respeto de garantizar los derechos constitucionales al debido proceso, defensa y 
contradicción. 
 

 
 
Culminado el proceso contravencional, se procedió a iniciar proceso administrativo de cobro 
coactivo, librándose mandamiento de pago MPT2021002147 de 2021-06-21 como acto 

administrativo, para que el ejecutado cancele la suma adeudada. La accionada asegura que 
acorde a todo el procedimiento realizado, se le concedió oportunidad constitucional y legal 
a los derechos fundamentales alegados por el accionante. 

 
Por último, solicita la entidad accionada ante la inexistencia de un perjuicio irremediable que 
se declare la improcedencia de la acción constitucional y en caso de ser procedente que se 

nieguen todas las pretensiones. 
 

CONTESTACION DE LA ENTIDAD VINCULADA FEDERACION COLOMBIANA DE 

MUNICIPIOS  
 

Manifiesta la entidad vinculada a través del coordinador del grupo jurídico LUIS ALBERTO 
BAUTISTA PEÑA, que ante las pretensiones del accionante el organismo de tránsito, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 y 11 de la Ley 769 de 2002, tiene la 
responsabilidad de efectuar el reporte al SIMIT del comparendo y de todos los actos 
administrativos y novedades que a partir del proceso contravencional modifiquen el estado 

de la información que corresponde al comportamiento de los ciudadanos frente a las normas 
de tránsito, es decir, comparendos, resoluciones, pagos, acuerdos de pago, etc. Por lo tanto, 
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es responsabilidad del organismo de tránsito cualquier modificación que recaiga sobre una 
orden de comparendo. 
 
Por otro lado, respecto de la solicitud de declarar la nulidad y/o revocatoria del acto 

administrativo derivado de la orden de comparendo objeto de la presente acción, considera 
que no es éste el medio idóneo para invalidar la actuación de las distintas autoridades de 
tránsito, y tampoco es el mecanismo para solicitar lo pretendido por el accionante, toda vez 

que el actor tiene a su disposición los recursos de la vía gubernativa y a su alcance las 
acciones judiciales para hacer valederas sus razones, acciones que no se ejercieron, de 
conformidad con lo narrado por el accionante en el acápite de hechos, así como en las 

pruebas al traslado de la presente acción de tutela. Además, la accionante no puede 
pretender por medio de una acción de tutela que se decrete la nulidad de un acto 
administrativo. 

 
Por último, solicita que se exonere de toda responsabilidad, frente a la presunta violación 
de los derechos fundamentales aducidos por el accionante y solicita también que no se le 

vincule en acciones de tutela cuya pretensión no guarde relación con su naturaleza jurídica 
y competencias asignadas por el artículo 10 de la Ley 769 de 2002. 
 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  
 
El Juez DIEZ CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA, en fallo de fecha julio 25 de 2023, 

resolvió:  
 
“PRIMERO: DECLARAR la improcedencia de la acción de tutela promovida por el señor 
CARLOS JULIO PATIÑO JIMENEZ, en contra de la SECRETARIA DE TRANSITO Y 
TRANSPORTE DE PUERTO COLOMBIA, conforme los argumentos vertidos en la motivación”.  
 

SUSTENTACIÓN DE LA IMPUGNACIÓN.  
 
Mediante memorial presentado dentro del término establecido para ello, el accionante 

CARLOS JULIO PATIÑO JIMENEZ, impugnó el fallo de fecha 25 de julio de 2023, proferido 
por el Juez DIEZ CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA y solicita que se revoque el fallo 
manifestando que, no se tuvo en cuenta la sentencia C 038 de 2020 que establece el 
principio de la plena identificación previo a una sanción automática sin brindar la posibilidad 

de defensa.  
 
No se tuvo en cuenta el proceso establecido en el artículo 8 de la ley 1843 de 2017 y el 

artículo 69 de la ley 1437 de 2011 el cual demostró con pruebas y sin el menor asomo de 
duda que no se siguió. No se tuvo en cuenta que interpuso la tutela como último recurso y 
como mecanismo subsidiario (no principal) para evitar un perjuicio irremediable pues ya 

había puesto derecho de petición (para el cual el tránsito fue renuente a sus pretensiones) 
y ante la imposibilidad de usar otros medios de defensa judicial como el medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho pues un proceso que requiere abogado en 

ejercicio que valdría más que el mismo comparendo y demoraría tanto (hasta más de un 
año) que en el tiempo en que dieran un fallo (sea a favor o en contra) ya le podrían 
embargar salarios, cuentas bancarias, etc. Por otro lado, el artículo 138 de la ley 1437 de 

2011 establece que dicho medio de control solo se puede presentar en los primeros 4 meses 
de ocurridos los hechos y para el caso en particular ha transcurrido mucho más tiempo luego 
de ocurridos los hechos los cuales no se enteró a tiempo por falta de notificación. Tampoco 

pudo agotar la vía gubernativa pues los recursos de reposición y en subsidio de apelación a 
que hace referencia el artículo 142 del Código Nacional de Tránsito deben presentarse en 
audiencia a la cual nunca pudo asistir por falta de notificación. 

 
COMPETENCIA:  
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1.991, este Despacho 
Judicial, resulta competente para conocer del amparo invocado, por ocurrir en esta ciudad 
los hechos que la motivan, lugar donde este Juzgado ejerce su Jurisdicción Constitucional. 

 
LA ACCIÓN DE TUTELA Y SU PROCEDENCIA  
 

El artículo 86 de Nuestra Carta Política consagra: “Que toda persona tendrá acción de tutela 
para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 
preferente y sumario, por si misma o por quién actué a su nombre, la protección inmediata 

de los derechos Constitucionales Fundamentales, cuando quiera que estos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública…”  
 

“…Esta acción sólo procederá cuando el interesado no tenga otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable.”  

 
INMEDIATEZ  
 

La procedibilidad de la tutela está, igualmente, supeditada al cumplimiento del requisito de 
inmediatez. Éste exige que la acción sea interpuesta de manera oportuna en relación con 
el acto que generó la presunta vulneración de los derechos fundamentales. La inmediatez 

encuentra su razón de ser en la tensión existente entre el derecho constitucional a ejercer 
este mecanismo “en todo momento” y el deber de respetar la configuración de la acción 
como un medio de protección “inmediata” de las garantías fundamentales. Es decir, debe 

existir necesariamente una correspondencia entre la naturaleza expedita de la tutela y su 
interposición oportuna.  
 

SUBSIDIARIDAD  
 
Significa que la acción de tutela es una herramienta residual del sistema jurídico, es decir, 

que para valerse de la misma es necesario emplear previamente las demás acciones que el 
ordenamiento ha previsto para cada situación jurídica concreta. De esta forma, el 
desconocimiento de este requisito conlleva inexcusablemente, por regla general, a la 
declaratoria de improcedencia de la acción de tutela como consecuencia que emerge de 

haber desplazado las funciones de las otras jurisdicciones del ordenamiento jurídico. 
 
ALCANCE DEL DERECHO DE PETICION.  

  
DERECHO DE PETICIÓN  
Esta garantía se encuentra prevista como fundamental en el artículo 23 de la Constitución 

Nacional que a la letra dice:  
  

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades 
de interés general o particular y a obtener pronta resolución...”  

  

En reiteradas oportunidades la Corte Constitucional se ha pronunciado acerca del alcance 
interpretativo de este reconocimiento fundamental sin embargo a manera de síntesis y de 

acuerdo a lo expuesto por ese honorable tribunal a través de diversas jurisprudencias se 
tiene:  
  

1. Que la protección de este derecho puede ser demandada por vía de Tutela para lo 
cual se hace necesario la existencia de actos u omisiones de la autoridad que obstruyen 

del reconocimiento fundamental o no resuelven oportunamente lo solicitado.  
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2. Que no entiende con conculcada dicha garantía cuando la autoridad responde al 
peticionario aunque la respuesta sea negativa.  
3. Que el legislador al regular el derecho de petición no puede afectar su núcleo 
esencial, el cual ni si quiera queda satisfecho con la existencia del silencio 

administrativo.  
4. Que el derecho a obtener una pronta resolución hace parte del núcleo esencial del 
derecho de petición y de aquel depende de la efectividad de éste último.  

5. Que la respuesta del funcionario debe ser adecuada, efectiva y oportuna.  
  

Es pertinente aclarar que por vía general las directrices para el ejercicio y desarrollo del 
derecho de petición están contenidas en el Código Contencioso Administrativo y son de 
obligatoria acogida cuando no exista reglamentación específica para casos y situaciones 

especiales.  
  

En este orden de ideas, se tiene, que el derecho de petición, de que trata el art. 23 de la 
Constitución Nacional, y que el accionante estima vulnerado, consiste en la posibilidad que 
tienen los ciudadanos de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, por motivos 

de interés general o particular, y a obtener pronta y eficaz respuesta, constituyéndose este 
último aspecto en el núcleo esencial de este derecho, puesto que resultaría ilusorio poder 
presentar peticiones, si a su vez la autoridad no tuviera el deber correlativo de resolverlas 

pronta y eficazmente.  
  

En sentencia T- 149 de 2013: “Esta Corporación ha precisado que el derecho de 
petición consagrado en el Artículo 23 de la Constitución Política, es una garantía 
fundamental de aplicación inmediata (C.P. art. 85), cuya efectividad resulta 
indispensable para la consecución de los fines esenciales del Estado, especialmente 
el servicio a la comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la misma Carta Política y la participación de todos en las decisiones 
que los afectan; así como el cumplimiento de las funciones y los deberes de 
protección para los cuales fueron instituidas la autoridades de la República (C.P. art. 
2). De ahí, que el referido derecho sea un importante instrumento para potenciar los 
mecanismos de democracia participativa y control ciudadano; sin dejar de mencionar 
que mediante su ejercicio se garantiza la vigencia de otros derechos constitucionales, 
como los derechos a la información y a la libertad de expresión. La garantía real al 
derecho de petición radica en cabeza de la administración una responsabilidad 
especial, sujeta a cada uno de los elementos que informan su núcleo esencial. La 
obligación de la entidad estatal no cesa con la simple resolución del derecho de 
petición elevado por un ciudadano, es necesario además que dicha solución remedie 
sin confusiones el fondo del asunto; que este dotada de claridad y congruencia entre 
lo pedido y lo resuelto; e igualmente, que su oportuna respuesta se ponga en 
conocimiento del solicitante, sin que pueda tenerse como real, una contestación falta 
de constancia y que sólo sea conocida por la persona o entidad de quien se solicita 
la información.”  
    

Además, conviene aclarar que por vía general las directrices para el ejercicio y desarrollo 

del derecho de petición están contenidas en el Código Contencioso Administrativo y son de 
obligatoria acogida cuando no exista reglamentación específica para casos y situaciones 
especiales.  

 
CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 

 
PROBLEMA JURIDICO. – 

  
Se trata en esta oportunidad de establecer si debe revocarse o no la sentencia de primera 
instancia proferida en fecha 25 de julio de 2023 por el JUZGADO DIEZ CIVIL MUNICIPAL DE 

BARRANQUILLA, para lo cual deberá analizarse si hubo vulneración de los 
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derechos fundamentales constitucionales atinentes al debido proceso, petición, legalidad y 
defensa, y si es procedente decretar el amparo de dichos derechos.  
 
MARCO CONSTITUCIONAL Y NORMATIVO. –  

 
Para garantizar a toda persona la protección inmediata y efectiva de sus derechos 
fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la Acción o la Omisión 

de cualquier autoridad pública o determinados particulares, el Constituyente de 1.999 
consagra a la Acción de Tutela en el artículo 86 de la Carta Política Colombiana.  
 

En el inciso tercero de la norma supralegal citada, dispone que el amparo solo procederá 
cuando el afectado carezca de otro medio de defensa judicial, con lo cual le asigna a la 
Acción una naturaleza subsidiaria o residual más no alternativa, salvo que se ejerza como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
 
Así las cosas, la acción de tutela resulta procedente: -Para proteger derechos 

fundamentales, más no otros de distinto rango, amenazados o vulnerados por la Acción o 
la Omisión de cualquier autoridad pública. –Cuando el afectado no disponga de otro medio 
judicial idóneo y eficaz de protección, salvo el ejerció del amparo como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Y –Contra los particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se encuentre en estado de subordinación o indefensión. 

 
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO-Garantías mínimas  
Las garantías establecidas en virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la 

jurisprudencia sentada por este alto Tribunal, son las siguientes: 
  

“(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se 
permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a 
que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las 

formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción 
de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, 
aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la 
nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.”  

 
DEL CASO BAJO ESTUDIO  
 

Pues bien, en el fallo impugnado se decidió NO CONCEDER la tutela interpuesta por el señor 
CARLOS JULIO PATIÑO JIMENEZ, contra SECRETARIA DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE 
PUERTO COLOMBIA, por lo que inconforme con el fallo el accionante lo impugna 

argumentando que no se le notificó la orden de comparendo No 08573000000025766446 
de 2019-12-14, y como consecuencia de esto radicó derecho de petición con fecha de mayo 
26 del 2023, en donde solicitó una serie de pruebas que demostraran que hubieran 

notificado personalmente e identificado plenamente al infractor, En la respuesta que recibió 
por parte de la accionada afirma que no logran demostrar que hayan notificado 
personalmente ni identificado plenamente al infractor. 

 
Sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela frente a actos administrativos la 
Corte Constitucional ha señalado mediante sentencia T-051 de 2016: 
 

“De esta manera, en el marco del principio de subsidiaridad, es dable afirmar 
que “la acción de tutela, en términos generales, no puede ser utilizada como 
un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos 
por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca 
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remplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los 
mecanismos impuestos (dentro) de estos procesos para controvertir las 

decisiones que se adopten”.1 
 
Puntualmente, en cuanto a la acción de tutela adelantada contra actos 
administrativos, la posición sentada por este Tribunal ha reiterado que, en 
principio, resulta improcedente, dado que el legislador determinó, por medio 
de la regulación administrativa y contencioso administrativa, los mecanismos 
judiciales pertinentes para que los ciudadanos puedan comparecer al proceso 
ordinario respectivo y ejercer su derecho de defensa y contradicción, dentro 
de términos razonables. En la sentencia T-957 de 2011, la Corte 
Constitucional se pronunció en el siguiente sentido: 
 

“(…) la competencia en estos asuntos ha sido asignada de manera 
exclusiva, por el ordenamiento jurídico, a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, juez natural de este tipo de procedimientos, cuya 
estructura permite un amplio debate probatorio frente a las circunstancias 
que podrían implicar una actuación de la administración contraria al 
mandato de legalidad”. 

 
Debe tenerse en cuenta que el legislador adelantó un trabajo exhaustivo para 
la expedición de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento 
Administrativo y Contencioso Administrativo, con el fin de ofrecer un sistema 
administrativo que responda de manera idónea y oportuna a los 
requerimientos de los ciudadanos, todo bajo la luz de la eficacia, la economía 
y la celeridad, entre otros principios. 
 
En atención a ello, los mecanismos ordinarios deben utilizarse de manera 
preferente, incluso cuando se pretenda la protección de un derecho 
fundamental. No obstante, en este caso, se deberá evaluar que el mecanismo 
ordinario ofrezca una protección “cierta, efectiva y concreta del derecho”2, al 
punto que sea la misma que podría brindarse por medio de la acción de 
amparo3.  
 
Al respecto, en la Sentencia T-007 de 2008 la Corte Constitucional, después 
de hacer un análisis concentrado de este tema, manifestó lo siguiente:  

 
“En aquellos casos en que se constata la existencia de otro medio de 
defensa judicial, establecer  la idoneidad del mecanismo de protección 
alternativo supone en los términos del Artículo 6º del Decreto 2591 de 
1991, que el otro medio de defensa judicial debe ser evaluado en concreto, 
es decir, teniendo en cuenta su eficacia en las circunstancias específicas 
que se invoquen en la tutela.4  Por tal razón, el juez de la causa, debe 
establecer si ese mecanismo  permite brindar una solución “clara, 

                                                
1 Consultar, entre otras, las sentencias SU-544 de 2001, T-599 de 2002, T-803 de 2002, T-273 de 2006, T-093 

de 2008, SU-037 de 2009, T-565 de 2009, T-424 de 2010, T-520 de 2010, T-859 de 2010, T-1043 de 2010,  T-

076 de 2011, T-333 de 2011, T-377A de 2011, T-391 de 2013, T-627 de 2013, T-502 de 2015 y T-575 de 2015. 
2 Sentencia T-572 de 1992 
3 En este sentido, por medio de la Sentencia T-889 de 2013, se determinó lo siguiente “Por tal razón, el juez de 

la causa, debe establecer si ese mecanismo permite brindar una solución “clara, definitiva y precisa” a los 

acontecimientos que se ponen en consideración en el debate constitucional, y su habilidad para proteger los 

derechos invocados. En consecuencia, “el otro medio de defensa judicial existente, debe, en términos 

cualitativos, ofrecer la misma protección que el juez constitucional podría otorgar a través del mecanismo 

excepcional de la tutela”. 
4 El Artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dispone que “La existencia de dichos medios será apreciada en 
concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”.  
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definitiva y precisa”5 a los acontecimientos que se ponen en consideración 
en el debate constitucional, y su habilidad para proteger los derechos 
invocados. En consecuencia, “el otro medio de defensa judicial existente, 
debe, en términos cualitativos, ofrecer la misma protección que el juez 
constitucional podría otorgar a través del mecanismo excepcional de la 
tutela.6” 
 

En el mismo pronunciamiento jurisprudencial, se citó la Sentencia T-822 de 
2002, según la cual, como criterio de referencia, se deberá tener en cuenta 
“(a) el objeto del proceso judicial que se considera que desplaza a la acción 
de tutela y (b) el resultado previsible de acudir al otro medio de defensa 
judicial respecto de la protección eficaz y oportuna de los derechos 
fundamentales.”7  
 
Ahora bien, específicamente, en el plano administrativo, cuando se estudie 
la procedencia de la acción de tutela porque no existe otro mecanismo judicial 
de defensa, hay varios criterios que deberá estimar el juez al momento de 

tomar una decisión. En primer lugar, resulta de especial importancia que la 
autoridad administrativa haya notificado el inicio de la actuación a los 
afectados, procedimiento indispensable para que estos puedan ejercer su 
derecho de defensa y contradicción. 
 
En segundo lugar, si los ciudadanos fueron efectivamente notificados, es 
necesario que hayan asumido una actuación diligente en la protección de sus 
derechos, pues son ellos los primeros llamados a velar porque sus garantías 
fundamentales e intereses legítimos sean respetados. En este sentido, los 
particulares deben haber agotado todos los recursos administrativos y los 
medios de control regulados en la legislación vigente que hayan tenido a su 
alcance.   
 
Empero, cuando la entidad accionada, en un obrar negligente o abusivo, no 
ponga en conocimiento del ciudadano afectado el inicio de una actuación 
administrativa adelantada en su contra, el procedimiento administrativo 
queda viciado de nulidad, debido a que se impide el ejercicio del derecho de 
defensa. En consecuencia, se vulnera el derecho fundamental al debido 
proceso. En ese evento, deberá estudiarse si con el acto administrativo 
proferido se puede ocasionar un perjuicio irremediable, de ser así resulta 
procedente acudir a la acción de tutela, de lo contrario se debe acudir al 
medio de control ordinario previsto por el legislador.  
 

En referencia a la sanción de infracciones de tránsito en esa misma sentencia se dice: 
 

La naturaleza jurídica de la resolución mencionada corresponde a la de un 
acto administrativo particular8 por medio del cual se crea una situación 
jurídica. Por ende, cuando el perjudicado no esté conforme con la sanción 

                                                
5 Sentencia T-803 de 2002. 
6 Sentencia T-384 de 1998 y T-206 de 2004.  
7 Sentencia T-822 de 2002, en esa sentencia se cita la T-569 de 1992, que señaló lo siguiente: “De allí que tal 

acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o 

amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Consejera Ponente: Susana 

Buitrago Valencia, Bogotá, D.C., veintidós (22) de enero de dos mil quince (2015). “De entrada, advierte la 

Sala que la naturaleza de las providencias que imponen sanciones por infracciones de tránsito corresponde a 

la de un acto administrativo…el legislador calificó directamente de administrativo a dicho proceso 

sancionatorio, sin que sea viable extenderle categoría jurisdiccional, a pesar de que sus etapas y providencias 
puedan sugerir tal connotación”. 
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impuesta, el mecanismo judicial procedente será el medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho9, el cual permite resarcir el daño 

causado injustificadamente a un derecho subjetivo”10. 
 
Debe tenerse en cuenta que, uno de los requisitos para acudir al medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho es haber interpuesto los 
recursos en sede administrativa, sin embargo, cuando no se hubiesen 
presentado porque las autoridades no lo permitieron, no es posible exigir ese 
requisito. La falta de notificación de los actos administrativos, implica que 
los afectados no tengan conocimiento de los pronunciamientos de la 
administración y, por ende, constituye una barrera para el ejercicios los 
recursos procedentes, en consecuencia, cuando la alta de interposición de 
recursos obedezca a la falta de notificación, es posible acceder al medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho, aun cuando no se hubiere 
agotado ese requisito de procedencia. 
 
Por otro lado, también resultaría posible solicitar la revocatoria directa del 

acto administrativo por medio del cual se impone la sanción, regulada en el 
Artículo 93 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  

 
En la misma sentencia la Corte Constitucional encuentra que el organismo de tránsito no 
notifica en debida forma en el curso del procedimiento administrativo se presenta 
vulneración del derecho al debido proceso administrativo, pero a pesar de ello concluye que 
la tutela no es el mecanismo procedente: 
 

“Así las cosas, frente al conjunto de procedimientos surtidos en el transcurso 
de la actuación administrativa en cuestión, la Secretaría de Tránsito y 
Transporte de Arjona no cumplió a cabalidad con el debido proceso en los 
términos de la Ley 769 de 2002, modificada por la Ley 1383 de 2010, debido 
a que no se comprobó la notificación realizada ni por correo ni por aviso, lo 
cual implica el desconocimiento del principio de publicidad y la posibilidad 
de que el accionante pueda ejercer su derecho de defensa y contradicción. 
Por lo tanto, el resto del procedimiento se encuentra viciado de nulidad. 
Adicionalmente, se observa falta de claridad, por parte de la Secretaría de 
Tránsito, frente al deber de realizar audiencia pública, lo que implica un obrar 
negligente de parte de esa entidad. A pesar de todo ello, se impusieron las 
correspondientes multas.  
 
De lo anterior se desprende que existe una violación al derecho fundamental 
al debido proceso, por ende, en principio la tutela es procedente. No obstante, 
como se analizó, cuando existan otros medios ordinarios de defensa judicial 

                                                
9 Ley 1437 de 2011, Artículo 138 “Nulidad y restablecimiento del derecho.  Toda persona que se crea lesionada 
en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto 

administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le 

repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del Artículo 

anterior. Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento 

del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho 

particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) 

meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, 

el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel.” 
10  Ley 1437 de 2011, Artículo 137 “NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 

representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general.  

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin 

competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 
motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió. (…)” 
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idóneos para la protección de las garantías fundamentales y no se avizore un 
eventual perjuicio irremediable, se debe acudir a estos de manera preferente.  

 
En el presente caso la actora tiene la posibilidad de acudir al medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho, ya que se discute un acto 
administrativo particular. Debe tenerse en cuenta que, si bien un requisito 
de procedibilidad para activar ese medio de control consiste en haber agotado 
los recursos pertinentes en sede administrativa, requisito con el cual la 
actora no cumple, lo cierto es que ello obedece a una barrera que la misma 
administración impuso, consistente en la falta de notificación del 
procedimiento, consideración que torna procedente el comentado medio de 
control (inciso 2 del Numeral 2 del artículo 161 de la  ley 1437 de 2011).” 
(Subraya del juzgado) 

 
Referente a lo anterior este despacho resalta que la resolución No. 08573000000025766446 

del 2019-12-14, en su condición de acto administrativo, le son procedentes las respectivas 
acciones contenciosas ante la jurisdicción de la especialidad.  
 

Ahora, en lo referente al perjuicio irremediable, el artículo 86 de la Constitución Nacional 
señala que toda persona podrá acudir a la acción de tutela para reclamar ante los jueces la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que 
éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad 

pública, o de los particulares en los casos previstos en la ley, y sólo procederá cuando el 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  

 
Según el texto constitucional, para que el amparo proceda, no basta que se compruebe la 
vulneración o amenaza de uno o más derechos fundamentales, sino que es indispensable 

que el solicitante de la tutela no cuente con otro medio de defensa judicial al que 
pueda acudir para lograr su protección, a no ser que utilice el mecanismo para 
evitar un perjuicio irremediable. Dicho esto, de otro modo, así como la existencia de 

otro medio de defensa judicial no significa que, sin formula de juicio alguna, la acción de 
tutela resulte improcedente, la demostración de la violación o amenaza de vulneración no 
hace que el amparo proceda en forma mecánica. 

  
Ello es así porque, tal y como reiteradamente lo ha sostenido la Corte, la acción de tutela 
es de naturaleza residual y subsidiaria y no está diseñada para reemplazar las acciones 

judiciales ordinarias a las cuales la persona puede acudir para hacer valer sus derechos. 
Tampoco es un medio alternativo de defensa al que puede recurrir el interesado cuando no 
quiere hacer uso de los medios o recursos judiciales establecidos por el ordenamiento 

jurídico, pues el carácter excepcional del mecanismo constitucional de protección impide 
que éste pueda superponerse o suplantar aquellos.  
 

En ese mismo sentido, se ha afirmado que el primer llamado a proteger los derechos 
constitucionales no es el juez de tutela, sino el ordinario, ya que la tutela está reservada 
para enfrentar la absoluta inoperancia de los distintos mecanismos dispuestos para la 

protección de los derechos de las personas, no para suplirlos, pues, de otra manera tendría 
que aceptarse que, más temprano que tarde, la acción de tutela perdería completamente 
su eficacia.  

 
Así las cosas, concluye el despacho que en el presente asunto no se configura un perjuicio 
irremediable. En este sentido, no se evidencia un daño grave e inminente que deba ser 
conjurado mediante acciones urgentes e impostergables. Por ende, no es viable que proceda 

la acción de tutela como mecanismo transitorio, en la medida en que no se halla demostrada 
la ocurrencia de un perjuicio irremediable.  
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Por los argumentos anteriormente expuestos, encuentra el despacho fundamentos 
suficientes para confirmar el fallo proferido el 25 de julio del 2023, por el JUZGADO DIEZ 
CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA. 
 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Oralidad de Barranquilla, 
administrando justicia en nombre de la república y por autoridad de la ley,  
 

R E S U E L V E 
 
1.- CONFIRMAR,  el fallo de tutela proferido por el JUEZ DIEZ CIVIL MUNICIPAL DE 

BARRANQUILLA, de fecha 25 de julio de 2023, por lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia. 
 

2.- Notifíquese a las Partes  
 
3.- Désele a conocer el presente proveído al A – Quo.  

 
4.- Ordenar, el envío del expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.  
 

 
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE. 

Firmado Por:

Javier  Velasquez

Juez Circuito

Juzgado De Circuito

Civil 004

Barranquilla - Atlantico
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